
 
 
 
 
 

MEDIDAS URGENTES COMPLEMENTARIAS PARA APOYAR LA ECONOMÍA  
 
 

El 22 de abril se ha publicado el Real Decreto-ley 15/2020, de 21 de abril, de medidas 
urgentes complementarias para apoyar la economía y el empleo. 

Pasamos a describirlas:  

MEDIDAS EN MATERIA DE VIVIENDA 

PRIMERA. - Arrendamientos para uso distinto del de vivienda con grandes tenedores.  

La persona física o jurídica arrendataria de un contrato de arrendamiento para uso 
distinto del de vivienda o de industria, podrá ́solicitar de la persona arrendadora, cuando 
esta sea una empresa o entidad pública de vivienda, o un gran tenedor, en el plazo de 
un mes desde la entrada en vigor de este real decreto- ley, una moratoria que deberá ́
ser aceptada por el arrendador siempre que no se hubiera alcanzado ya un acuerdo 
entre ambas partes de moratoria o reducción de la renta.  

Los requisitos para la aplicación de esta moratoria son los siguientes:  

• Concepto de gran tenedor: persona física o jurídica que sea titular de más de 10 
inmuebles urbanos, excluyendo garajes y trasteros, o una superficie construida 
de más de 1.500 m2.  

• La moratoria en el pago de la renta arrendaticia se aplicará de manera 
automática.  

• La moratoria en el pago de la renta arrendaticia afectará al periodo de tiempo 
que dure el estado de alarma y sus prórrogas y a las mensualidades siguientes, 
prorrogables una a una, si aquel plazo fuera insuficiente en relación con el 
impacto provocado por el COVID-19, sin que puedan superarse, en ningún caso, 
los cuatro meses.  

• La renta se aplazará, sin penalización ni devengo de intereses, a partir de la 
siguiente mensualidad de renta arrendaticia, mediante el fraccionamiento de las 
cuotas en un plazo de dos años, que se contarán a partir del momento en el que 
se supere la situación aludida anteriormente, o a partir de la finalización del 
plazo de los cuatro meses antes citado, y siempre dentro del plazo de vigencia 
del contrato de arrendamiento o cualquiera de sus prórrogas.  

 

 



 
 

SEGUNDA. - Otros arrendamientos para uso distinto del de vivienda.  

Cuando el arrendador no es una empresa o entidad pública de vivienda, o un gran 
tenedor, la persona física o jurídica arrendataria de un contrato de arrendamiento para 
uso distinto del de vivienda, podrá solicitar de la persona arrendadora, en el plazo de un 
mes, desde la entrada en vigor del Real Decreto-ley el aplazamiento temporal y 
extraordinario en el pago de la renta siempre que dicho aplazamiento o una rebaja de 
la renta no se hubiera acordado por ambas partes con carácter voluntario.  

TERCERA. - Afección de la fianza para el pago total o parcial de alguna o algunas 
mensualidades de la renta arrendaticia.  

Exclusivamente en el marco del acuerdo al que se refieren los supuestos primero y 
segundo, las partes podrán disponer libremente de la fianza prevista en el artículo 36 de 
la Ley 29/1994, de 24 de noviembre, que podrá servir para el pago total o parcial de 
alguna o algunas mensualidades de la renta arrendaticia.  

En caso de que se disponga total o parcialmente de la misma, el arrendatario deberá 
reponer el importe de la fianza dispuesta en el plazo de un año desde la celebración del 
acuerdo o en el plazo que reste de vigencia del contrato, en caso de que este plazo fuera 
inferior a un año.  

CUARTA. - Autónomos y pymes arrendatarios.  

La norma considera autónomos y pymes arrendatarios para acceder a las medidas 
anteriores a aquellos que cumplan los siguientes requisitos:  

1. En el caso de contrato de arrendamiento de un inmueble afecto a la actividad 
económica desarrollada por el autónomo:  

a) Estar afiliado y en situación de alta, en la fecha de la declaración del estado de 
alarma, en el Régimen Especial de la Seguridad Social de los Trabajadores por Cuenta 
Propia o Autónomos o, en su caso, en una de las Mutualidades sustitutorias del RETA.  

b) Que su actividad haya quedado suspendida como consecuencia de la entrada en 
vigor del Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, o por órdenes dictadas por la 
Autoridad competente y las Autoridades competentes delegadas al amparo del referido 
real decreto.  

c) En el supuesto de que su actividad no se vea directamente suspendida como 
consecuencia de la entrada en vigor del Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, se 
deberá acreditar la reducción de la facturación del mes natural anterior al que se  



 
 

solicita el aplazamiento en, al menos, un 75 por ciento, en relación con la facturación 
media mensual del trimestre al que pertenece dicho mes referido al año anterior.  

2. En caso de contrato de arrendamiento de inmueble afecto a la actividad económica 
desarrollada por una pyme:  

a) Que no se superen los límites establecidos en el artículo 257.1 de la Ley de 
Sociedades de Capital.  

b) Que su actividad haya quedado suspendida como consecuencia de la entrada en 
vigor del Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, o por órdenes dictadas por la 
Autoridad competente y las Autoridades competentes delegadas al amparo del referido 
real decreto.  

c) En el supuesto de que su actividad no se vea directamente suspendida en virtud de lo 
previsto en el Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, se deberá acreditar la reducción 
de su facturación del mes natural anterior al que se solicita el aplazamiento en, al 
menos, un 75 por ciento, en relación con la facturación media mensual del trimestre al 
que pertenece dicho mes referido al año anterior.  

El cumplimiento de los requisitos se acreditará por el arrendatario ante el arrendador 
mediante la presentación de la siguiente documentación:  

a) La reducción de actividad se acreditará inicialmente mediante la presentación de 
una declaración responsable en la que, en base a la información contable y de ingresos 
y gastos, se haga constar la reducción de la facturación mensual en, al menos, un 75 por 
ciento, en relación con la facturación media mensual del mismo trimestre del año 
anterior. En todo caso, cuando el arrendador lo requiera, el arrendatario tendrá ́que 
mostrar sus libros contables al arrendador para acreditar la reducción de la actividad.  

b) La suspensión de actividad, se acreditará mediante certificado expedido por la 
Agencia Estatal de la Administración Tributaria o el órgano competente de la 
Comunidad Autónoma, en su caso, sobre la base de la declaración de cese de actividad 
declarada por el interesado.  

QUINTA. – Consecuencias de la aplicación indebida del aplazamiento temporal y 
extraordinario en el pago de la renta.  

Los arrendatarios que se hayan beneficiado del aplazamiento temporal y extraordinario 
en el pago de la renta sin reunir los requisitos serán responsables de los daños y 
perjuicios que se hayan podido producir, así ́como de todos los gastos generados por la 
aplicación de estas medidas excepcionales, sin perjuicio de las responsabilidades de otro 
orden a que la conducta de los mismos pudiera dar lugar.  



 
 

MEDIDAS ECONÓMICAS  

ÚNICA. – Financiación.  

Se modifica el artículo 29 del RDL 8/2020 (aprobación de una Línea para la cobertura 
por cuenta del Estado de la financiación otorgada por entidades financieras a empresas 
y autónomos”) en el sentido que se añade, a las necesidades que recoge a la que se pude 
destinar la financiación que se obtenga, la del pago de nóminas y a proveedores.  

También se podrán destinar los avales a pagarés incorporados al Mercado de Renta Fija 
de la Asociación de Intermediarios de Activos Financieros (AIAF) y al Mercado 
Alternativo de Renta Fija (MARF).  

Se adiciona al apartado segundo de ese precepto que los avales que el Ministerio de 
Asuntos Económicos y Transformación Digital podrá ́ conceder avales tendrán como 
fecha limite hasta el 31 de diciembre de 2020.  

MEDIDAS FISCALES  

PRIMERA. - Opción extraordinaria por la modalidad de pagos fraccionados  

prevista en el artículo 40.3 de la Ley 27/2014, de 27 de noviembre, del Impuesto sobre 
Sociedades.  

Los contribuyentes del Impuesto sobre Sociedades a los que resulte de aplicación el 
apartado 1 del artículo único del Real Decreto-ley 14/2020, de 14 de abril, (aquellos 
obligados con volumen de operaciones no superior a 600.000 euros en el año 2019), 
cuyo periodo impositivo se haya iniciado a partir de 1 de enero de 2020, podrán ejercitar 
la opción prevista en el apartado 3 del artículo 40 de la Ley del Impuesto sobre 
Sociedades, mediante la presentación en el plazo ampliado a que se refiere el artículo 
único del mencionado real decreto-ley (hasta el día 20 de mayo de 2020), del primer 
pago fraccionado a cuenta de la liquidación correspondiente a dicho periodo impositivo 
determinado por aplicación de la modalidad de pago fraccionado regulado en dicho 
apartado.  

Los contribuyentes del Impuesto sobre Sociedades cuyo periodo impositivo se haya 
iniciado a partir del 1 de enero de 2020, que no hayan tenido derecho a la opción 
extraordinaria prevista en el apartado anterior, cuyo importe neto de la cifra de 
negocios no haya superado la cantidad de 6.000.000 de euros durante los 12 meses 
anteriores a la fecha en la que se inició el mencionado periodo impositivo, podrán 
ejercitar la opción prevista en el apartado 3 del artículo 40 de la Ley 27/2014, de 27 de 
noviembre, del Impuesto sobre Sociedades, mediante la presentación en plazo del  



 
 

segundo pago fraccionado a cuenta de la liquidación correspondiente a dicho periodo 
impositivo que deba efectuarse en los primeros 20 días naturales del mes de octubre de 
2020 determinado por aplicación de la modalidad de pago fraccionado regulado en 
dicho apartado.  

El pago fraccionado efectuado en los 20 días naturales del mes de abril de 2020 será 
deducible de la cuota del resto de pagos fraccionados que se efectúen a cuenta del 
mismo periodo impositivo determinados con arreglo a la opción prevista en el párrafo 
anterior.  

Lo dispuesto en este apartado no resultará de aplicación a los grupos fiscales que 
apliquen el régimen especial de consolidación fiscal regulado en el capítulo VI del título 
VII de la Ley 27/2014, de 27 de noviembre, del Impuesto sobre Sociedades.  

El contribuyente que ejercite la opción quedará vinculado a esta modalidad de pago 
fraccionado, exclusivamente, respecto de los pagos correspondientes al mismo periodo 
impositivo.  

SEGUNDA. - Limitación de los efectos temporales de la renuncia tácita al método de 
estimación objetiva en el ejercicio 2020.  

Los contribuyentes del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas que desarrollen 
actividades económicas cuyo rendimiento neto se determine con arreglo al método de 
estimación objetiva y, en el plazo para la presentación del pago fraccionado 
correspondiente al primer trimestre del ejercicio 2020, renuncien a la aplicación del 
mismo, podrán volver a determinar el rendimiento neto de su actividad económica 
con arreglo al método de estimación objetiva en el ejercicio 2021, siempre que 
cumplan los requisitos para su aplicación y revoquen la renuncia al método de 
estimación objetiva en el plazo previsto en la letra a) del apartado 1 del artículo 33 del 
Reglamento del Impuesto o mediante la presentación en plazo de la declaración 
correspondiente al pago fraccionado del primer trimestre del ejercicio 2021 en la forma 
dispuesta para el método de estimación objetiva.  

La renuncia al método de estimación objetiva en el Impuesto sobre la Renta de las 
Personas Físicas y la posterior revocación tendrá los mismos efectos respecto de los 
regímenes especiales establecidos en el Impuesto sobre el Valor Añadido o en el 
Impuesto General Indirecto Canario.  

TERCERA. - Cálculo de los pagos fraccionados en el método de estimación objetiva del 
Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas y de la cuota trimestral del régimen 
simplificado del Impuesto sobre el Valor Añadido como consecuencia del estado de 
alarma declarado en el periodo impositivo 2020.  



 
 

Los contribuyentes del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas que desarrollen 
actividades económicas incluidas en el anexo II de la Orden HAC/1164/2019, de 22 de 
noviembre (método de estimación objetiva del IRPF) y el régimen especial simplificado 
del Impuesto sobre el Valor Añadido y determinen el rendimiento neto de aquellas por 
el método de estimación objetiva, para el cálculo de la cantidad a ingresar del pago 
fraccionado en función de los datos-base a que se refiere la letra b) del apartado 1 del 
artículo 110 del Reglamento del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas, no 
computarán, en cada trimestre natural, como días de ejercicio de la actividad, los días 
naturales en los que hubiera estado declarado el estado de alarma en dicho trimestre.  

Los sujetos pasivos del Impuesto sobre el Valor Añadido que desarrollen actividades 
empresariales o profesionales incluidas en el anexo II de la Orden HAC/1164/2019, de 
22 de noviembre Orden HAC/1164/2019, de 22 de noviembre (método de estimación 
objetiva del IRPF) y el régimen especial simplificado del Impuesto sobre el Valor Añadido 
y estén acogidos al régimen especial simplificado, para el cálculo del ingreso a cuenta 
en el año 2020, a que se refiere el artículo 39 del Reglamento del Impuesto sobre el 
Valor Añadido, aprobado por el Real Decreto 1624/1992, de 29 de diciembre, no 
computarán, en cada trimestre natural, como días de ejercicio de la actividad, los días 
naturales en los que hubiera estado declarado el estado de alarma en dicho trimestre.  

CUARTA. - No inicio del periodo ejecutivo para determinadas deudas tributarias en el 
caso de concesión de financiación a la que se refiere el artículo 29 del Real Decreto-ley 
8/2020 (Línea de avales para las empresas y autónomos para paliar los efectos 
económicos del COVID-19 y ampliación del límite de endeudamiento neto del ICO).  

En el ámbito de las competencias de la Administración Tributaria del Estado, las 
declaraciones-liquidaciones y las autoliquidaciones presentadas por un contribuyente 
en el plazo previsto en el artículo 62.1 de la Ley 58/2003, (las deudas tributarias 
resultantes de una autoliquidación deberán pagarse en los plazos que establezca la 
normativa de cada tributo”), sin efectuar el ingreso correspondiente a las deudas 
tributarias resultantes de las mismas, impedirá ́el inicio del periodo ejecutivo.  

Para ello han de cumplirse los siguientes requisitos:  

a) Que el contribuyente haya solicitado dentro del plazo mencionado o anteriormente 
a su comienzo, la financiación a que se refiere el artículo 29 del Real Decreto-ley 
8/2020, para el pago de las deudas tributarias resultantes de dichas declaraciones-
liquidaciones y autoliquidaciones y por, al menos, el importe de dichas deudas.  

b) Que el obligado tributario aporte a la Administración Tributaria hasta el plazo 
máximo de cinco días desde el fin del plazo de presentación de la declaración- 
liquidación o autoliquidación, un certificado expedido por la entidad financiera  



 
 

acreditativo de haberse efectuado la solicitud de financiación incluyendo el importe y 
las deudas tributarias objeto de la misma.  

c) Que dicha solicitud de financiación sea concedida en, al menos, el importe de las 
deudas mencionadas.  

d) Que las deudas se satisfagan efectiva, completa e inmediatamente en el momento 
de la concesión de la financiación. Se entenderá ́incumplido este requisito por la falta 
de ingreso de las deudas transcurrido el plazo de un mes desde que hubiese finalizado 
el plazo mencionado en el primer párrafo de este apartado.  

En caso de incumplimiento de cualquiera de los requisitos, no se habrá entendido 
impedido el inicio del periodo ejecutivo al finalizar el plazo de pago previsto en el 
artículo 62.1 de la Ley 58/2003.  

La Administración tributaria tendrá acceso directo y, en su caso, telemático a la 
información y a los expedientes completos relativos a la solicitud y concesión de la 
financiación a la que se refiere el artículo 29 del Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de 
marzo, de medidas urgentes extraordinarias para hacer frente al impacto económico y 
social del COVID-19.  

Será de aplicación a las declaraciones-liquidaciones y autoliquidaciones cuyo plazo de 
presentación concluya entre el 20 de abril de 2020 y el 30 de mayo de 2020.  

En el caso de deudas tributarias derivadas de declaraciones-liquidaciones y 
autoliquidaciones que hubieran sido objeto de presentación con anterioridad a la 
entrada en vigor de este real decreto-ley, respecto de las que ya se hubiese iniciado el 
periodo ejecutivo, se considerarán en periodo voluntario de ingreso cuando se den 
conjuntamente las siguientes circunstancias:  

a) Que el obligado tributario aporte a la Administración Tributaria en el plazo máximo 
de cinco días a contar desde el siguiente al de la entrada en vigor del real decreto-ley 
15/2020, un certificado expedido por la entidad financiera acreditativo de haberse 
efectuado la solicitud de financiación, incluyendo el importe y las deudas tributarias 
objeto de la misma.  

b) Cumplimiento de los requisitos establecidos.  

QUINTA. - Extensión de los plazos de vigencia de determinadas disposiciones 
tributarias del Real Decreto-ley 8/2020 y del Real Decreto-ley 11/2020.  

Las referencias temporales efectuadas a los días 30 de abril y 20 de mayo de 2020 en 
el artículo 33 del Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo, de medidas urgentes  



 
 

extraordinarias para hacer frente al impacto económico y social del COVID-19, y en las 
disposiciones adicionales octava y novena del Real Decreto-ley 11/2020, de 31 de marzo, 
por el que se adoptan medidas urgentes complementarias en el ámbito social y 
económico para hacer frente al COVID-19, se entenderán realizadas al día 30 de mayo 
de 2020.  

De este modo, los plazos de pago de las deudas tributarias resultantes de liquidaciones 
practicadas por la Administración en periodo voluntario y de las deudas tributarias en 
periodo ejecutivo, una vez notificada: 

- la providencia de apremio  
- los vencimientos de los plazos y fracciones de los acuerdos de aplazamiento  
- Fraccionamientos concedidos  
- Los plazos relacionados con el desarrollo de las subastas y adjudicación de bienes  
- Los plazos para atender los requerimientos, diligencias de embargo y solicitudes de 

información con trascendencia tributaria 
- Los plazos para formular alegaciones ante actos de apertura de dicho trámite o de 

audiencia, dictados en procedimientos de aplicación de los tributos, sancionadores 
o de declaración de nulidad, devolución de ingresos indebidos, rectificación de 
errores materiales y de revocación, que no hayan concluido a la entrada en vigor de 
este real decreto-ley,  

Se ampliarán hasta el 30 de mayo de 2020.  

En el seno del procedimiento administrativo de apremio, no se procederá a la ejecución 
de garantías que recaigan sobre bienes inmuebles desde la entrada en vigor del real 
decreto-ley y hasta el día 30 de mayo de 2020.  

El periodo comprendido desde la entrada en vigor del real decreto-ley 8/2020 hasta el 
30 de mayo de 2020 no computará a efectos de la duración máxima de los 
procedimientos de aplicación de los tributos, sancionadores y de revisión tramitados 
por la Agencia Estatal de Administración Tributaria.  

El periodo desde la entrada en vigor del real decreto-ley 8/2020 hasta el 30 de mayo 
de 2020 no computará a efectos de los plazos de prescripción, ni a efectos de los plazos 
de caducidad.  

A los efectos del cómputo de los plazos de prescripción, en el recurso de reposición y 
en los procedimientos económico-administrativos, se entenderán notificadas las 
resoluciones que les pongan fin cuando se acredite un intento de notificación de la 
resolución entre la entrada en vigor del real decreto-ley 8/2020 y el 30 de mayo de 2020.  

 



 
 

El plazo para interponer recursos o reclamaciones económico-administrativas frente a 
actos tributarios, así como para recurrir en vía administrativa las resoluciones dictadas 
en los procedimientos económico-administrativos, no se iniciará hasta concluido dicho 
periodo, o hasta que se haya producido la notificación si esta última se hubiera 
producido con posterioridad a aquel momento.  

Los plazos para atender los requerimientos y solicitudes de información formulados 
por la Dirección General del Catastro que se encuentren en plazo de contestación a la 
entrada en vigor de este real decreto-ley se amplían hasta el 30 de mayo de 2020.  

El periodo comprendido desde la entrada en vigor del real decreto-ley 8/2020 y hasta el 
30 de mayo de 2020 no computará a efectos de la duración máxima de los 
procedimientos iniciados de oficio, si bien durante dicho periodo podrá la 
Administración impulsar, ordenar y realizar los trámites imprescindibles.  

Por otra parte, en el ámbito tributario, desde la entrada en vigor del Real Decreto 
463/2020, por el que se declara el estado de alarma, hasta el 30 de mayo de 2020, el 
plazo para interponer recursos de reposición o reclamaciones económico 
administrativas que se rijan por la Ley General Tributaria, y sus reglamentos de 
desarrollo empezará a contarse desde el 30 de mayo de 2020 y se aplicará tanto en los 
supuestos donde se hubiera iniciado el plazo para recurrir de un mes a contar desde el 
día siguiente a la notificación del acto o resolución impugnada y no hubiese finalizado el 
citado plazo el 13 de marzo de 2020, como en los supuestos donde no se hubiere 
notificado todavía el acto administrativo o resolución objeto de recurso o reclamación. 
Idéntica medida será ́aplicable a los recursos de reposición y reclamaciones que, en el 
ámbito tributario, se regulan en el texto refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas 
Locales.  

El periodo comprendido desde la entrada en vigor del Real Decreto 463/2020 hasta el 
30 de mayo de 2020 no computará a efectos de la duración máxima del plazo para la 
ejecución de las resoluciones de órganos económico-administrativos.  

Desde la entrada en vigor del Real Decreto 463/2020 hasta el 30 de mayo de 2020 
quedan suspendidos los plazos de prescripción y caducidad de cualesquiera acciones y 
derechos contemplados en la normativa tributaria.  

Lo previsto en los dos párrafos anteriores será ́ de aplicación a los procedimientos, 
actuaciones y trámites que se rijan por lo establecido en la Ley General Tributaria, y sus 
reglamentos desarrollo y que sean realizados y tramitados por parte de la Agencia 
Estatal de Administración Tributaria, del Ministerio de Hacienda, o por las 
Administraciones tributarias de las Comunidades Autónomas y de las Entidades Locales, 
así ́como, en el caso de estas ultimas, a los que se rijan por el texto refundido de la Ley 
Reguladora de las Haciendas Locales.  



 
 

MEDIDAS EN MATERIA DE CONTRATOS DEL SECTOR PÚBLICO  

PRIMERA. – Procedimiento abierto simplificado. Reforma de la LCSP.  

Se modifica la letra d) del apartado 4 del artículo 159 de la Ley 9/2017, de 8 de 
noviembre, de Contratos del Sector Público (procedimiento abierto simplificado).  

Se suprime la obligación de presentar la oferta en un único sobre en los supuestos en 
que en el procedimiento no se contemplen criterios de adjudicación cuya 
cuantificación dependa de un juicio de valor.  

Al indicar como se realizará la apertura, ya no solo se refiere a la apertura de los sobres, 
sino que se añade la apertura de los archivos electrónicos.  

Cuando establece que “en todo caso, será público el acto de apertura de los sobres o 
archivos electrónicos que contengan la parte de la oferta evaluable a través de criterios 
cuantificables mediante la mera aplicación de fórmulas establecidas en los pliegos”, 
además de referirse también a archivos electrónicos y no solo a sobres, adiciona la 
siguiente excepción a esa publicidad: “salvo cuando se prevea que en la licitación 
puedan emplearse medios electrónicos”.  

SEGUNDA. – Procedimiento abierto simplificado. Reforma de la LCSP. 

Se añade un nuevo apartado 3 a la disposición adicional octava del RDL 11/2020. 

Los procedimientos de contratación cuya continuación haya sido acordada por las 
entidades del sector público, serán susceptibles de recurso especial en los términos 
establecidos en la propia Ley de Contratos del Sector Público, sin que el procedimiento 
de recurso pueda considerarse suspendido por la disposición adicional tercera del real 
decreto 463/2020.  

MEDIDAS EN EL ÁMBITO LABORAL  

1. PRÓRROGA DEL CARÁCTER PREFERENTE DEL TRABAJO A DISTANCIA Y DEL DERECHO 
DE ADAPTACIÓN DEL HORARIO Y REDUCCIÓN DE LA JORNADA ESTABLECIDOS EN EL 
RDL 8/2020. (ARTICULO 15)  

De acuerdo con lo previsto en el segundo párrafo de la disposición final décima, del Real 
Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo, se prorroga lo establecido en los artículos 5 
(referido al carácter preferente del trabajo a distancia y reducción de jornada) y 6 de 
dicha norma. El contenido de estos artículos se mantendrá vigente durante los dos 
meses posteriores al cumplimiento de la vigencia un mes prevista en Real Decreto- ley  



 
 

8/2020. En atención a las circunstancias, cabrán prórrogas adicionales por parte del 
Gobierno de lo establecido en el presente precepto.  

2. SUSPENSIÓN DE PLAZOS EN EL ÁMBITO DE ACTUACIÓN DE LA INSPECCIÓN DE 
TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL. (DISPOSICIÓN ADICIONAL SEGUNDA)  

El periodo de vigencia del estado de alarma y sus prórrogas, no computará a efectos de 
los plazos de duración de las actuaciones comprobatorias de la Inspección de Trabajo y 
Seguridad Social. Asimismo, no computará tal periodo en la duración de los plazos 
fijados por los funcionarios del Sistema de Inspección de Trabajo y Seguridad Social para 
el cumplimiento de cualesquiera requerimientos.  

• Excepciones a la suspensión anterior:  

Se exceptúan de lo establecido en el párrafo anterior aquellas actuaciones 
comprobatorias y aquellos requerimientos y órdenes de paralización derivados 
de situaciones estrechamente vinculadas a los hechos justificativos del estado de 
alarma.  

• Suspensión de los plazos de prescripción de las acciones para exigir 
responsabilidades en lo que se refiere al cumplimiento de la normativa de orden 
social y de Seguridad Social  

Durante el periodo de vigencia del estado de alarma, y sus prórrogas, quedan 
suspendidos los plazos de prescripción de las acciones para exigir 
responsabilidades en lo que se refiere al cumplimiento de la normativa de orden 
social y de Seguridad Social.  

• Suspensión de los plazos de los procedimientos regulados en el Reglamento 
general sobre procedimientos para la imposición de sanciones por infracciones 
de orden social y para los expedientes liquidatorios de cuotas de la Seguridad 
Social  

Todos los plazos relativos a los procedimientos regulados en el Reglamento 
general sobre procedimientos para la imposición de sanciones por infracciones 
de orden social y para los expedientes liquidatorios de cuotas de la Seguridad 
Social, aprobado por Real Decreto 928/1998, de 14 de mayo, están afectados por 
la suspensión de plazos administrativos prevista en la disposición adicional 
tercera del Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo.  

 

 



 
 

 

3. OPCIÓN POR UNA MUTUA COLABORADORA CON LA SEGURIDAD SOCIAL DE LOS 
TRABAJADORES DEL REǴIMEN ESPECIAL DE LA SEGURIDAD SOCIAL DE LOS 
TRABAJADORES POR CUENTA PROPIA O AUTÓNOMOS QUE HUBIERAN OPTADO 
INICIALMENTE POR UNA ENTIDAD GESTORA. (DISPOSICIÓN ADICIONAL DÉCIMA)  

Los trabajadores por Cuenta Propia o Autónomos que hubieran optado inicialmente 
por una entidad gestora y no hubieran ejercitado la opción de cobertura de la acción 
protectora por contingencias profesionales, incapacidad temporal y cese de actividad 
con una mutua colaboradora con la Seguridad Social (debiendo optar por la misma 
mutua colaboradora para toda la acción protectora indicada) deberán ejercitar dicha 
opción y formalizar el correspondiente documento de adhesión en el plazo de tres 
meses desde la finalización del estado de alarma. Dicha opción surtirá efectos desde el 
día primero del segundo mes siguiente a la finalización de este plazo de tres meses.  
 
Una vez trascurrido este plazo sin que el trabajador hubiere formalizado el 
correspondiente documento de adhesión, se entenderá que ha optado por la mutua 
con mayor número de trabajadores autónomos asociados en la provincia del domicilio 
del interesado, produciéndose automáticamente la adhesión con efecto desde el día 
primero del segundo mes siguiente a la finalización del plazo de tres meses a que se 
refiere el párrafo anterior.  
 
Con el fin de hacer efectiva dicha adhesión, el Instituto Nacional de la Seguridad Social 
comunicará a dicha mutua los datos del trabajador autónomo que sean estrictamente 
necesarios.  
 
La Mutua Colaboradora de la Seguridad Social notificará al trabajador la adhesión con 
indicación expresa de la fecha de efectos y la cobertura por las contingencias protegidas. 
  
4. EFECTOS EN LA INCAPACIDAD TEMPORAL DE LA OPCIÓN POR UNA MUTUA 
COLABORADORA CON LA SEGURIDAD SOCIAL REALIZADA POR LOS TRABAJADORES 
DEL REǴIMEN ESPECIAL DE LA SEGURIDAD SOCIAL DE LOS TRABAJADORES POR 
CUENTA PROPIA O AUTÓNOMOS PARA CAUSAR DERECHO A LA PRESTACIÓN 
EXTRAORDINARIA POR CESE DE ACTIVIDAD REGULADA EN EL ARTIĆ ULO 17 DEL REAL 
DECRETO-LEY 8/2020, DE 17 DE MARZO, DE MEDIDAS URGENTES EXTRAORDINARIAS 
PARA HACER FRENTE AL IMPACTO ECONÓMICO Y SOCIAL DEL COVID-19. 
(DISPOSICIÓN ADICIONAL UNDEĆIMA)  
 
La opción por una mutua colaboradora con la Seguridad Social de trabajadores por 
Cuenta Propia o Autónomos realizada para causar derecho a la prestación extraordinaria 
por cese de actividad regulada en el artículo 17 del Real Decreto-ley 8/2020, dará lugar 
a que la mutua colaboradora por la que haya optado el trabajador autónomo asuma la  



 
 
protección y la responsabilidad del pago de la prestación extraordinaria por cese de 
actividad así como del resto de prestaciones derivadas de las contingencias por las que 
se haya formalizado la cobertura, incluyendo el subsidio por incapacidad temporal cuya 
baja médica sea emitida con posterioridad a la fecha de formalización de la protección 
con dicha mutua y derive de la recaída de un proceso de incapacidad temporal anterior 
cubierta con la entidad gestora.  
 
La responsabilidad del pago de las prestaciones económicas derivadas de los procesos 
que se hallen en curso en el momento de la fecha de formalización de la protección a 
que se refiere el párrafo primero, seguirá correspondiendo a la entidad gestora.  
 
 


